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Los notarios serán nombrados para periodos de cinco (5) años, así: Los de primera categoría por el
Gobierno Nacional; los demás, por los Gobernadores, Intendentes y Comisarios respectivos.

La comprobación de que se reúnen los requisitos exigidos para el cargo se surtirá ante la autoridad
que hizo el respectivo nombramiento, la cual lo confirmará una vez acreditados. (Artículo
subrogado por el artículo 5o. del Decreto 2163 de 1970 según lo establece la Corte Constitucional
en Sentencia C-741-98, Artículo declarado EXEQUIBLE excepto los apartes tachados declarados
INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-741-98 del 2 de diciembre de
1998, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero).

L.A. del Artículo 161.

Los Notarios serán designados por el respectivo Gobernador, Intendente o Comisario, de listas
pasadas a ellos por el competente Tribunal Superior de Distrito Judicial.

Las listas se formarán con tantos candidatos cuantos correspondan a los cargos que deban
proveerse, separadamente, a razón de tres por cada Notaría, y a ellas se agregarán los
nombres de quienes se encuentren ejerciendo el cargo con el lleno de los requisitos legales.

Decreto 1069 de 2015.

“Artículo 2.2.6.1.5.3.1. Confirmación del nombramiento. La superintendencia de notariado y
registro confirmará los notarios de círculos de la primera categoría y los gobernadores, los de la
segunda y tercera.”

ARTÍCULO 161.
DESIGNACIÓN DE
NOTARIOS.
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Instrucción administrativa No. 9 de 2007 de la Superintendencia de Notariado y
Registro.

“El artículo 161 del Decreto-ley 960 de 1970, dispone que los nombramientos de notarios de
segunda y tercera categoría corresponden al gobernador del respectivo departamento.

Así las cosas, es necesario que el Gobernador remita a la Superintendencia, todos y cada uno
de los documentos exigidos por el Decreto-ley 960 de 1970 y su Decreto Reglamentario 2148
de 1983, con los que se demuestren el cumplimiento de requisitos de los candidatos para
acceder a la categoría respectiva, al igual que los documentos que certifiquen sobre sus
antecedentes disciplinarios, fiscales y judiciales.

Lo anterior, con el fin de emitir concepto sobre el lleno de los requisitos exigidos por ley, para
ser nombrado Notario de Segunda y Tercera Categoría.

Este procedimiento se debe tener en cuenta por parte de los gobernadores y alcaldes para los
nombramientos en interinidad o por encargo.”

Decreto 2163 de 1970.

“Artículo 5. Los notarios serán nombrados (para período de cinco (5) años,) así: Los de
primera categoría por el Gobierno Nacional; los demás, por los Gobernadores, (Intendentes y
Comisarios) respectivos.  La comprobación de que se reúnen los requisitos exigidos para el
cargo se surtirá ante la autoridad que hizo el respectivo nombramiento, la cual lo confirmará
una vez acreditados.”

Sentencia C-741 de 1998. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.

“Es claro que la referencia a los intendentes y a los comisarios se ve afectada por una
inconstitucionalidad sobreviniente, por cuanto la Carta de 1991 suprimió las antiguas
intendencias y comisarías, las cuales fueron transformadas en departamentos, conforme lo
ordena el artículo 309 superior. Además, al regular el ordenamiento territorial, la Carta no
prevé la existencia de intendencias o comisarías como entidades territoriales. Por tal razón, la
Corte procederá a retirar del ordenamiento la expresión “intendentes y comisarios”.

(…)

NOTARIO-No es funcionario de libre nombramiento y remoción.

https://compendio.notarial.com.co/uploads/images/gallery/2023-11/fwNjurisprudencia-1.png


 Se entiende que la facultad del Gobierno nacional y de los gobernadores respectivos no es
discrecional, por cuanto los notarios no son sus agentes sino personas que ejercen una función
pública eminentemente técnica. Los notarios no son entonces, tal y como ya lo precisó esta
Corte en anterior decisión, funcionarios de libre nombramiento y remoción, por lo cual no sólo
no pueden ser removidos discrecionalmente por el nominador, sino que, además, en el caso de
los notarios en propiedad, la facultad del Gobierno Nacional y de los gobernadores se limita a
nombrar a la persona que haya obtenido el mejor puntaje en el concurso respectivo. En efecto,
esta Corporación tiene bien establecido que “frente al concurso, la administración, carece de
libertad para adoptar una solución diferente o privilegiar otra alternativa que considere sin
embargo más apropiada para el interés público. Por el contrario, se parte de la premisa de que
el interés público en este caso se sirve mejor acatando el resultado del concurso”.

NOTARIO-Periodo de cinco años.

Es claro que la referencia al período de cinco años no debe ser interpretada de manera aislada
sino en forma sistemática, tomando en consideración no sólo el conjunto del decreto 960 de
1970 y de la Ley 29 de 1973 sino también las disposiciones constitucionales, y en especial el
mandato constitucional según el cual el nombramiento en propiedad de los notarios sólo puede
hacerse mediante concurso. Por consiguiente, es natural concluir que el período allí señalado
hace referencia a los nombramientos en propiedad, puesto que los notarios en encargo son
elegidos únicamente para un máximo de noventa días, mientras que los notarios interinos son
designados exclusivamente en aquellos casos en donde resulta imposible efectuar un
nombramiento en propiedad, y mientras se realiza el correspondiente concurso. Por ende, es
contrario a la Carta predicar un período para esos notarios interinos, lo cual no significa, sin
embargo, que puedan ser removidos libremente por el presidente o por los gobernadores. La
expresión “para períodos de cinco años” únicamente tiene sentido en relación con la diferencia
que establece el estatuto notarial entre notarios de servicio y de carrera; por ende, como la
Corte ha encontrado que esa diferenciación desconoce la Carta, es obvio que se deba también
retirar del ordenamiento la mencionada expresión.”



Quienes aspiren a ser designados Notarios deberán inscribirse en la oportunidad, lugar y oficina
que señale el Consejo Superior de la Administración de Justicia para el respectivo concurso, y
comprobar los factores de calificación que para entonces se fijen. (Aparte tachado declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-741-98 del 2 de diciembre de 1998,
Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero).

Decreto 3454 de 2006.

“Artículo 1. Requisitos generales. Podrán participar en el concurso para el ingreso a la Carrera
Notarial los ciudadanos que reúnan y acrediten, en la fecha de la inscripción las condiciones
generales descritas en el artículo 132 del Decreto-ley 960 de 1970, y los requisitos a que se
refieren los artículos 153, 154 y 155 del mismo decreto según la categoría de notaría a que
aspire. 

Parágrafo. No podrán participar quienes se encuentren dentro de las causales de impedimento
previstas en los artículos 133, 135, 136 y 137 del Decreto 960 de 1970.” 

Ley 588 de 2000.

“Artículo 6. Postulaciones. El aspirante al cargo de notario, en la solicitud de inscripción anotará
el círculo al que aspira, si en el círculo existe más de una notaría indicará también el orden de
su preferencia.”

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 87. El Consejo Superior de la Administración de Justicia señalará las bases de los
concursos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 165 del Decreto-ley 0960 de 1970.”

ARTÍCULO 162. INSCRIPCIÓN
DE ASPIRANTES.
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Sentencia C-097 de 2001. Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz.

“La Corte Constitucional ha sido enfática en indicar que, para ingresar a un cargo de carrera
administrativa, notarial o judicial, se exige la superación de un concurso público y abierto, que
respete los parámetros constitucionales destinados a garantizar la plena igualdad de
oportunidades. En efecto, en reiteradas oportunidades esta corporación ha señalado que no
cualquier concurso satisface las condiciones que exige la Constitución para la implementación
adecuada de un verdadero régimen de carrera. Si los concursos no tuvieran que respetar
parámetros básicos de objetividad, razonabilidad y proporcionalidad, resultaría en extremo
sencillo diseñar un régimen perverso que, bajo la máscara del concurso, permita un altísimo
grado de subjetividad en la selección del personal de carrera, en virtud de lo cual las personas
escogidas no serían, necesariamente, las más idóneas y, sin embargo, tendrían pleno derecho
a la estabilidad en sus respectivos cargos.

Por esta razón, la Corte ha indicado que viola el derecho a la igualdad de oportunidades para el
ingreso a los cargos públicos, el concurso que no se someta a los criterios de objetividad que
exige la constitución.”
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En toda clase de concursos habrá análisis y evaluación de experiencia, rendimiento en las
actividades y capacidad demostrada en ellas con relación al servicio notarial; de los estudios de
postgrado o de capacitación y adiestramiento, especialmente los relacionados con el notariado, la
judicatura y el foro; del ejercicio de la cátedra, preferentemente la universitaria y en particular en
materias relacionadas con el Notariado y la Administración de Justicia; de las obras de
investigación y de divulgación publicadas y en los mismos sentidos; y se concederá valor propio a
la antigüedad y permanencia en el servicio notarial, y a los resultados obtenidos en todos los
anteriores concursos en que se haya participado.

Los concursos incluirán, además, entrevistas personales, y según las circunstancias, exámenes
orales o escritos o combinados, sobre conocimientos generales de derecho y de técnica notarial, y
cursos de capacitación o adiestramiento.

Concepto No. 053031 de 2022 del Departamento Administrativo de la Función
Pública.

En atención a la comunicación de la referencia, en la que solicita concepto sobre si la comisión
de servicios, regulada por el Decreto 1083 de 2015, es aplicable a los notarios, o si existe una
disposición que permita que los notarios suspendan temporalmente el servicio de notario y se
desempeñen en un empleo público, me permito manifestarle lo siguiente:

 Sea lo primero señalar que la Constitución Política establece:

“ARTICULO 131. Compete a la ley la reglamentación del servicio público que prestan los
notarios y registradores, la definición del régimen laboral para sus empleados y lo relativo a los
aportes como tributación especial de las notarías, con destino a la administración de justicia.

El nombramiento de los notarios en propiedad se hará mediante concurso.

ARTÍCULO 163. ANÁLISIS Y
EVALUACIÓN DEL
CONCURSO.
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Corresponde al gobierno la creación, supresión y fusión de los círculos de notariado y registro y
la determinación del número de notarios y oficinas de registro”.

Decreto 3454 de 2006.

“Artículo 5. Documentación exigida para acreditar requisitos. En los términos de la Ley 588 de
2000 y del Decreto 960 de 1970, para acreditar el cumplimiento de los requisitos para aspirar
al cargo de notario y la experiencia, títulos y obras que se pretendan hacer valer, se aceptarán
los siguientes documentos: 

a) El tiempo de desempeño del cargo de notario se acreditará con la certificación que expida la
Superintendencia de Notariado y Registro; 

b) El tiempo de desempeño del cargo de cónsul se acreditará con la certificación que expida el
Ministerio de Relaciones Exteriores; 

c) El tiempo de ejercicio de autoridad civil o política, dirección administrativa, función judicial y
legislativa o cargos del nivel directivo, asesor o ejecutivo, se acreditará con el certificado
expedido por la autoridad competente de la respectiva entidad pública; 

d) El ejercicio de la profesión de abogado se acreditará con el desempeño habitual de
cualesquiera actividades jurídicas, tanto independientes, como subordinadas, en cargo público
o privado. Igualmente, para acreditar la calidad de abogado, deberá acompañar copia de la
tarjeta profesional y del acta de grado o del título y certificación sobre su reconocimiento
oficial; 

e) La cátedra universitaria se acreditará con el certificado expedido por la institución de
educación superior donde la ejerce; 

f) El desempeño de funciones notariales y regístrales se acreditará con el certificado expedido
por la autoridad competente de la respectiva entidad pública o privada; 

g) La publicación de obras en áreas del Derecho se acreditará con el certificado de registro de
la obra expedida por la Dirección Nacional de Derechos de Autor. Se otorgarán los cinco (5)
puntos a los aspirantes que puedan demostrar al menos la autoría de una (1) obra jurídica; 

h) Para acreditar estudios de postgrado, en los términos del artículo 10 de la Ley 30 de 1992,
los aspirantes deberán aportar una copia del diploma y del acta de grado en tratándose de
estudios adelantados en instituciones universitarias de educación superior domiciliadas en el
país. En caso de que el título haya sido obtenido en el exterior, se deberá aportar copia del
título y certificado de convalidación expedido por el Ministerio de Educación. Por título de
postgrado que se acredite debidamente, el aspirante tendrá derecho a diez puntos sin que en
ningún caso se asigne por este concepto un puntaje superior.”



Ley 588 de 2000.

“Artículo 4. Para la calificación de los concursos se valorará especialmente la experiencia de los
candidatos, así como la capacidad demostrada en actividades relacionadas con el servicio
notarial, antigüedad en el mismo, capacitación y adiestramiento que hubieren recibido en
materias propias del notariado, obras de investigación y divulgación, estudios de postgrado y
estudios de especialización o diplomados, particularmente los relacionados con el notariado, así
como el ejercicio de la cátedra universitaria y la participación y desempeño en funciones de
orden legislativo, gubernativo y judicial. Todos estos factores serán concurrentes.

Las pruebas e instrumentos de selección son, en su orden:

1. Los análisis de méritos y antecedentes.

2. La prueba de conocimientos.

3. La entrevista.

El concurso se calificará sobre cien puntos, así: a) La prueba de conocimientos, tendrá un valor
de 40 puntos, de los 100 del concurso. Los exámenes versarán sobre derecho notarial y
registral.

Las experiencias valdrán hasta treinta 35 puntos, así: Cinco (5) puntos por cada año o fracción
superior a seis meses por el desempeño del cargo de notario, cónsul; dos (2) puntos por cada
año o fracción superior a seis (6) meses en el ejercicio de autoridad civil o política, dirección
administrativa, función judicial y legislativa o cargos del nivel directivo, asesor o ejecutivo; un
(1) punto por cada año o fracción superior a seis (6) meses de ejercicio de la profesión de
abogado; un (1) punto por cada año del ejercicio de la cátedra universitaria, un (1) punto por
cada año o fracción superior a seis (6) meses de funciones notariales o registrales.

Especialización o postgrados diez (10) puntos. Autoría de obras en el área de derecho cinco (5)
puntos. La entrevista, hasta diez (10) puntos y evaluará la personalidad, vocación de servicio y
profesionalismo del aspirante.”

Sentencia C-863 de 2012. Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva.

“En relación con la actividad notarial como una expresión de la descentralización por
colaboración, ha dicho la Corte que esta se presenta en los casos en que el Estado decide
acudir al apoyo de los particulares para el desempeño de algunas de sus funciones, cuando su
manejo exige el concurso de personas con una formación especializada, de quienes no siempre
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dispone la administración, o cuando los costos y el esfuerzo organizativo que requiere el
montaje de una estructura técnica adecuada para llevar a cabo la prestación del servicio
especial, resulta fiscalmente onerosa y menos eficiente, que la opción de utilizar el apoyo del
sector privado.

Mediante esta forma de descentralización “el Estado soluciona la atención de una necesidad
pública, por fuera del esquema tradicional de atribuir a un organismo público el manejo de la
función que exige el cumplimiento de un determinado cometido. Por eso, bien se ha dicho, que
¨la descentralización por colaboración viene a ser una de las formas del ejercicio privado de las
funciones públicas”.

Corte Constitucional.

“La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-373-02, mediante
Sentencia C-258-09 de 2 de abril de 2009, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González Cuervo.

Aparte subrayado del parágrafo 2º del decreto 588 del 2000 (Quien haya sido condenado
penal, disciplinaria o administrativamente por conductas lesivas del patrimonio del Estado o
por faltas como Notario consagradas en el artículo 198 del Decreto-ley 960 de 1970, no podrá
concursar para el cargo de notario). declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-373-02 de 15 de mayo de 2002, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño, en
el entendido que la inhabilidad no se extiende a quienes fueron condenados con sanción de
multa conforme al Decreto-Ley 960 de 1970.”



La carrera notarial y los concursos serán administrados por el Consejo Superior de la
Administración de Justicia, integrado entonces, por el Ministro de Justicia, los presidentes de la
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y el Tribunal Disciplinario, el Procurador General
de la Nación y dos Notarios, uno de ellos de primera categoría, con sus respectivos suplentes
personales, elegidos para periodos de dos años por los Notarios del país, en la forma que
determine el Reglamento. Para el primer periodo la designación se hará por los demás miembros
del Consejo.

En el Consejo tendrá voz, entonces, el Superintendente de Notariado y Registro. (Derogatoria del
artículo 164 del Decreto 960 de 1970 declarada INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-421-06 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena de 31 de mayo de 2006,
Magistrado Ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis, a partir de la fecha de promulgación de la misma).

Ley 588 de 2000.

“Artículo 7. Continuidad del servicio notarial. No se podrá remover de su cargo a los notarios
que se encuentren participando en el concurso aquí previsto, salvo por las causales
establecidas en la ley.

El notario que reemplace al que no supere el concurso o al que se retire por las causas
previstas en la ley, prestará la garantía necesaria para asegurar la continuidad en la prestación
del servicio notarial, de acuerdo con lo que determine el reglamento del organismo rector.”

Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección segunda
subsección B, radicado No. 11001-03-25-000-2007-00017-00(0222-07). Consejo
Ponente: Bertha Lucia Ramírez de Páez.

“EL PROBLEMA JURÍDICO.

ARTÍCULO 164. CARRERA
NOTARIAL.
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Consiste en determinar si el Consejo Superior de la Carrera Notarial al expedir el Acuerdo 01 de
2006, vulneró los artículos 13, 40 numeral 7°, 41, 125 y 131 de la Constitución; artículo 4 literal
a) de la Ley 588 de 2000; artículos 84 y 152 del Código Contencioso Administrativo, artículos
164 y 165 del Decreto Ley 960 de 1970, enunciadas por el demandante.

ANALISIS DE LA SALA

De la Carrera Notarial

1. Conforme a lo dispuesto por el artículo 131 de la Constitución Política, el nombramiento de
los Notarios en propiedad habrá de hacerse mediante concurso, norma esta que guarda
estrecha relación con los artículos 13 y 40-7 de la Carta Política en cuanto la función
desempeñada por los Notarios de las distintas categorías constituye un servicio público cuya
reglamentación compete a la Ley.

2. Preocupación constante del Legislador desde el año de 1970 fue que quienes ejercen la
función notarial accedan a la misma mediante concurso y, en efecto así se dispuso por el
Decreto Ley 250 de ese año, que para esa finalidad guardó la debida correspondencia y
armonía con el Decreto 960 de la misma anualidad en cuyo artículo 164 se estableció que el
Consejo Superior de la Administración de Justicia tendría como función tanto la administración
de la Carrera Judicial como de la Carrera Notarial.

3. No obstante la claridad de la disposición constitucional y la existencia del Consejo Superior
aludido, por algunos se sostuvo que la existencia misma de ese Consejo Superior habría
desaparecido del panorama jurídico como consecuencia de la expedición de la Constitución de
1991. Sin embargo, la Corte Constitucional en sentencia C-741 de 1998, declaró inexequible la
expresión “de la administración de justicia” a la cual aludían los artículos 141, 162, 164 y 165
del Decreto 960 de 1970, pero al propio tiempo, mantuvo vigente la existencia del antiguo
Consejo Superior para la administración entonces únicamente de la carrera notarial, pues la de
la carrera judicial corresponde al Consejo Superior de la Judicatura.

Posteriormente, y mediante la Ley 588 de 2000 se reguló lo atinente a la carrera notarial, sin
que se le diera cumplimiento a la convocatoria y realización de los concursos respectivos, razón
por la cual la Corte Constitucional mediante sentencia C-421 de 2006 concedió un plazo
perentorio de 6 meses al referido Consejo Superior para convocar un concurso con el exclusivo
objeto de proveer en propiedad, y sometidos a la carrera notarial, conforme a lo dispuesto por
el artículo 131 de la Carta Política.

4. La Convocatoria al Concurso Público y Abierto para el nombramiento de notarios en
propiedad y el ingreso a la carrera notarial, implica de suyo la determinación de las reglas
conforme a las cuales deberá cumplirse ese concurso. Ello explica entonces que el citado
Consejo Superior, procediera a dictar el Acuerdo N° 01 de 2006 con la finalidad anotada y que,
entre tales reglas se incluyera la prueba de conocimientos con la determinación de las materias
que serían objeto de la misma, las cuales fueron especificadas en el artículo 15 de ese Acto
Administrativo.”



(…)

“FALLA

Deniégase la nulidad del artículo 15 del Acuerdo 1° de 2006 “Por el cual se convoca a concurso
público y abierto para el nombramiento de los notarios en propiedad y el ingreso a la carrera
notarial”, expedido por el Consejo Superior de la Carrera Notarial.”

Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, radicado
No. 25000-23-41-000-2014-00005-01. Consejero Ponente: Alberto Yepes Barreiro.

“CONCURSO DE MERITO DE LOS NOTARIOS – Los participantes podían presentarse a más de un
círculo notarial / LISTA DE ELEGIBLES – Una misma persona puede figurar en diversas listas /
LISTA DE ELEGIBLES – Se expidió una por cada círculo notarial / PRINCIPIO DEL MERITO – Con el
nombramiento del demandado se desconoció al pasar por alto el orden establecido en la lista
de elegibles

El Consejo Superior de la Carrera Notarial expidió el Acuerdo No. 011 de 2010 “Por el cual se
convoca a concurso público y abierto para el nombramiento de los notarios en propiedad y el
ingreso a la carrera notarial”. Una vez finalizado el concurso, el 15 de diciembre de 2011, el
Consejo Superior de la Carrera Notarial, mediante Acuerdo No. 029, conformó la lista de
elegibles para proveer en propiedad 157 cargos de notario en diferentes círculos notariales del
país, entre estos, Medellín.”

(…)

“En el caso objeto de estudio, la Sala observa que se contraponen dos interpretaciones
jurídicas respecto de la forma como se deben agotar las listas de elegibles para la provisión de
notarías, en particular cuando un participante acepta ser nombrado en un círculo de inferior
categoría, y luego, llega su turno en la lista de superior nivel.

Por un lado, se tiene la interpretación del demandante y del Ministerio Público, según la cual,
aquellos participantes que aceptaron ser nombrados en una notaría de inferior categoría no
renunciaron a su aspiración en el círculo superior, para el cual estaban en turno en la lista;
primero, porque cumplieron con los requisitos de cada categoría para la que figuran en lista; y
segundo, porque las normas que regulan la carrera notarial no establecen como causal de
exclusión de la lista de elegibles, aceptar nombramientos en otros círculos notariales.

Por otro lado, está la interpretación que realiza la Superintendencia de Notariado y Registro, el
Ministerio del Interior y el demandado, quienes consideran que cuando un participante es
nombrado en cualquier categoría se le está garantizando el derecho a ingresar a la carrera
notarial, de manera que no se está creando arbitrariamente una causal de exclusión de la lista
de elegibles, lo que sucede es que se agota el objeto del concurso para ese participante y por



tanto deja de ser “candidato” en las listas de elegibles. En este orden, el problema jurídico a
resolver se trata de determinar cuál de estas dos interpretaciones es la que resulta correcta
jurídicamente y la que, en consecuencia, debe aplicarse al caso concreto.

De antemano la Sala anticipa que el entendimiento que considera el correcto, es el expuesto
por el demandante y por el Ministerio Público, con fundamento en dos razones; la primera, en
aplicación del principio del mérito; y la segunda, en consideración a que para cada categoría se
desarrolló un concurso distinto a pesar de tratarse de una misma convocatoria.

Así las cosas, para desarrollar el primero de los argumentos, esto es, el del mérito, la Sala se
referirá a su naturaleza y alcance, a los concursos y a las listas de elegibles.

Ahora bien, respecto del hecho de que cada categoría significó un concurso distinto, esta
Sección abordará el estudio de: i) la organización del notariado; ii) el ingreso a la carrera
notarial; y iii) el concurso de méritos de los notarios.”

(…)

“El principio del mérito, los concursos y las listas de elegibles

La consagración constitucional del principio del mérito como principal forma de acceso al
empleo público es reflejo de la necesidad de contar con servidores públicos cuyas capacidades,
experiencia, conocimiento y dedicación les permitan atender eficazmente las responsabilidades
que les han sido confiadas, ya que para el Constituyente de 1991 resulta claro que el
“desarrollo económico y social de un país depende, entre otras variables, de la calidad del
talento humano de su burocracia.

Por su parte, el mecanismo para garantizar el principio del mérito es el “concurso público”, ya
que está exclusivamente dirigido a comprobar las calidades académicas, la experiencia y las
competencias requeridas para el desempeño de los empleos.

Así, la Corte Constitucional, en sentencia C-563 de 2000 consideró que “el mérito se constituye
en el fundamento constitucional de los procesos de selección para acceder al ejercicio de
cargos públicos, de forma tal que los requisitos y condiciones de acceso deben ser acreditados
previamente por los aspirantes, además de superar según se requiera por la convocatoria,
pruebas y en ocasiones pruebas y cursos.”

Sentencia C-421 de 2006. Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis.

“Carrera notarial-Supresión de organismo competente para administrar carrera y concursos es
inconstitucional. Si bien al expedir la Ley 588 de 2000 el Legislador reitera el mandato
constitucional según el cual el nombramiento de los notarios en propiedad se hará mediante
concurso de méritos.



Es claro que la actuación del Legislador al no señalar de manera concreta cuál era el organismo
competente señalado por la ley para convocar y administrar los concursos, así como la carrera
notarial y al mismo tiempo derogar el único órgano establecido en una norma con fuerza de ley
para el efecto  sin crear otro  para sustituirlo, -siendo el legislador el único que podía hacerlo
dada la clara reserva de ley que existe en este caso-  dejó dicha ley sin un elemento
indispensable para la realización  de los referidos mandatos superiores. 

Es claro para la Corte que el resultado de una conducta positiva del legislador generó en este
caso la ausencia de un organismo indispensable para la satisfacción de bienes constitucionales
de particular importancia. Así, dado que ante la imposibilidad de realizar los concursos, la
hipótesis excepcional a que alude el artículo 2 de la ley 588  de 2000 en su segundo inciso, -a
saber que “En caso de vacancia, si no hay lista vigente de elegibles, podrá el nominador
designar notarios en interinidad, mientras el organismo competente realiza el respectivo
concurso”-, se  convierte en la regla general,  es claro que  el acceso a la función notarial como
consecuencia de la derogatoria  del artículo 164 del Decreto Ley 960 de 1970  no solo es
imposible hacerlo mediante el procedimiento señalado por el Constituyente sino que de ello se
sigue, de manera necesaria, el desconocimiento de los derechos a la igualdad, debido proceso
y acceso a la función notarial, tanto de las personas que ocupan el cargo de notario en
provisionalidad, como de los ciudadanos que quieran acceder a ese cargo, en condiciones de
igualdad y con base en el mérito,  al no existir el órgano que realice los concursos.”

Sentencia C-741 de 1998. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.

“El artículo 164 del decreto 960 de 1970 se encuentra vigente, pues no ha sido derogado
expresa ni tácitamente por normas preconstituyentes, y la Constitución tampoco suprimió
expresamente esa norma, ya que ordenó el nombramiento de los notarios en propiedad
mediante concurso, pero no le atribuyó a ningún organismo constitucional la administración de
la carrera notarial, por lo cual se entiende que esa función sigue siendo ejercida por el
organismo legal existente para tal efecto. Es obvio entonces que la función del Consejo
Superior de la Administración de Justicia que administraba la carrera judicial fue asumida por el
actual Consejo Superior de la Judicatura, por lo cual las normas que lo regulaban fueron
derogadas por la Constitución en esa materia.

Por ello el Consejo Superior de la Administración de Justicia, continuó siendo un organismo
vigente, sin las funciones atribuidas al Consejo Superior de la Judicatura, pero con la función de
administrar la carrera notarial y los concursos de notarios, por cuanto tales funciones no fueron
asignadas ni expresa ni tácitamente a ningún otro organismo, ni por la ley o la Constitución. La
Corte declarará la inexequibilidad de la expresión “de la Administración de Justicia”, contenida
en la denominación “Consejo Superior de la Administración de Justicia”, en el entendido de que,
a partir de la presente sentencia, y mientras el Legislador no regule la materia de manera
distinta, la entidad encargada de administrar los concursos y la carrera notarial se denominará
“Consejo Superior”.



En ese mismo orden de ideas, siendo claro que esta institución ya no se puede confundir con
ninguna otra, la Corte también retirará del ordenamiento la expresión “entonces,” de ese
mismo artículo, la cual pierde toda eficacia normativa. Finalmente, y por razones de unidad
normativa, esta Corporación también procederá a declarar la inexequibilidad de la expresión
“de la Administración de Justicia”, contenida en la denominación “Consejo Superior de la
Administración de Justicia”, cuando ésta se encuentre en otros artículos del decreto 960 de
1970.”

Notaripedia la Enciclopedia Notarial -Tomo I- Año: 2022. Autor: Gonzalo González
Galvis.

“CARRERA NOTARIAL

Es aquella situación en que se ocupa el cargo de Notario en propiedad, por haber cumplido con
los requisitos de ley para ser admitido en la carrera notarial y en tal virtud se encuentre
debidamente inscrito.

La carrera notarial tiene por objeto mejorar el servicio de la función notarial, seleccionar los
noten mediante la comprobación de su capacidad intelectual y moral, garantizar su estabilidad
en el cargo y promoción y ascenso.

La carrera notarial es la consecuencia natural del mandato constitucional que ordena
perentoriamente los notarios en propiedad sean nombrados por concurso. El diseño de la
carrera es entonces la forma legal de reglamentar el servicio notarial.

Se entenderá que ha ingresado a la carrera notarial aquel aspirante que por el hecho de
superar todas las etapas de un concurso público y abierto de méritos y, en consecuencia,
encontrarse incluido en la lista de elegibles vigente, conformada para un determinado círculo
notarial, sea nombrado en propiedad como Notario, acepte su designación y tome posesión del
cargo.

La carrera notarial, como medio especial para la reglamentación de la función fedante tiene
pleno respaldo constitucional, y no puede ser de otra forma, pues esta actividad es
eminentemente técnica y esta circunstancia es la antítesis del libre nombramiento y remoción.
Hay sistemas especiales de carrera, uno de ellos es la carrera notarial. El sistema de “carrera”
se inicia con la convocatoria a concurso y concluye con los nombramientos de la lista de
elegibles que por cada círculo notarial elabora o integra el Consejo Superior de la Carrera
Notarial

En reiteradas sentencias la Corte Constitucional (C-1119 de 2005, C-431 de 2010) ha
manifestado que la carrera administrativa para el ejercicio de funciones públicas se
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fundamenta en tres principios interrelacionados: a) la búsqueda de la eficiencia y eficacia en la
función, por lo cual la administración debe seleccionar a la persona exclusivamente por su
mérito y capacidad profesional; b) la protección de la igualdad de oportunidades, pues todos
los ciudadanos tienen igual derecho a acceder al desempeño de cargos y funciones públicas; c)
la protección de los derechos subjetivos de quien pertenece a la carrera, tales como el principio
de estabilidad en el empleo, el sistema para el retiro de la carrera y los beneficios propios de la
condición de escalafonado, pues las personas vinculadas a la carrera son titulares de unos
derechos adquiridos, que deben ser protegidos y respetados por el Estado.”[106]

Manual de carrera Notarial del proceso, concurso y carrera Notarial de la
Superintendencia de Notariado y Registro.

“La Carrera Notarial es un sistema técnico en el que se determinan y desarrollan aspectos
relativos al ingreso, vinculación, funcionamiento y la administración de aquellas personas que,
como consecuencia de un concurso público y abierto de méritos, fungen como notarios.

Tal y como lo indica el artículo 95 del Decreto 2148 de 1983, la carrera notarial tiene por objeto
mejorar el servicio en la función notarial, seleccionar los notarios mediante la comprobación de
su capacidad intelectual y moral, garantizar su estabilidad en el cargo y su promoción o
ascenso. El ingreso público y abierto para el acceso a la carrera notarial tiene origen en el
artículo 131 de la Constitución Política de Colombia , al establecer que el nombramiento de los
notarios en propiedad se hará mediante concurso, y en el mismo sentido le dio competencia a
la Ley para reglamentar la actividad notarial, concebida como un servicio público bajo el
entendido que constituye una labor destinada a satisfacer, de manera continua y obligatoria,
una necesidad de interés general, como es la función fedante, sometida a un régimen jurídico
especial.”
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Con suficiente anticipación el Consejo Superior de la Administración de Justicia fijará las bases de
cada concurso, con señalamiento de sus finalidades, requisitos de admisión, calendario, lugares de
inscripción y realización, factores que se tendrán en cuenta, manera de acreditarlos, y sistema de
calificaciones, e indicará la divulgación que haya de darse a la convocatoria. (Aparte tachado
declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-741-98 del 2 de
diciembre de 1998, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero).

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 99. En la convocatoria del concurso el Consejo Superior de la Administración de
Justicia fijará el puntaje para calificar las pruebas y las calidades de conformidad con el artículo
anterior, según la categoría de la notaría para la cual se haya hecho la solicitud de ingreso a la
carrera, sin exceder en ningún caso de 100 puntos.”

“Artículo 100. La simple posesión de las calidades que exige la ley para el desempeño del cargo
no da derecho al otorgamiento de puntos en el respectivo concurso. Para la convocatoria el
Consejo Superior de la Administración de Justicia verificará si en ese momento el aspirante
reúne los requisitos para desempeñar el cargo e ingresar a la carrera.”

Manual de carrera Notarial del proceso, concurso y carrera Notarial de la
Superintendencia de Notariado y Registro.

“De conformidad con lo previsto en los artículos 164 y 165 del Estatuto Notarial, la carrera
notarial y los concursos serán administrados por el Consejo Superior de la Carrera Notarial, en
virtud de tal competencia se encargará de fijar los lineamientos para el concurso, con
señalamiento de sus finalidades, requisitos de admisión, calendario, lugares de inscripción y
realización, factores que se tendrán en cuenta, manera de acreditarlos, y sistema de
calificaciones, e indicará la divulgación que precise darse a la convocatoria.

ARTÍCULO 165. BASES DEL
CONCURSO.
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En este orden de ideas, una vez el Consejo Superior de la Carrera Notarial en su calidad de
administrador surta todas las etapas propias del concurso, deberá proferir lista de elegibles
para proceder con el agotamiento de la lista conforme a los términos y condiciones dispuestos
para el concurso, y tras agotar el trámite reglado, la Secretaría Técnica del Consejo Superior de
la Carrera Notarial oficiará al nominador natural correspondiente para que efectúe los trámites
tendientes al nombramiento, confirmación y posesión en el cargo.”



No serán aceptados a concurso quienes no acrediten en tiempo los requisitos para su postulación.

El Consejo calificará a los concursantes de conformidad con la norma precedente, el Reglamento y
las bases que haya sentado para cada ocasión.

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 62. Las calidades de que tratan los artículos 153 y 154 del decreto-ley 0960 de 1970
son acumulables, en su orden, para el lleno de los requisitos legales.”

ARTÍCULO 166. NO
ACEPTACIÓN AL CONCURSO.

https://compendio.notarial.com.co/uploads/images/gallery/2023-11/2sznormas-1.png


Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-177-09 de 18 de
marzo de 2009, Magistrada Ponente Dra. Clara Elena Reales Gutiérrez.

L.A. del Artículo 167.

Quien por primera vez pierda un concurso no podrá participar en el siguiente; quien lo pierda
por segunda vez no podrá participar en los dos siguientes, y quien por tercera vez lo pierda no
podrá volver a concursar.

Sentencia C-177 de 2009. Magistrado Ponente: Clara Elena Reales Gutiérrez.

“La Corte ha insistido en que los notarios, no desarrollan únicamente un servicio público, sino
que ejercen una actividad de interés general, que si bien es distinta de las funciones estatales
clásicas, a saber, la legislativa, la ejecutiva y la judicial, ha de ser calificada como una
verdadera función pública, y precisamente, por la trascendencia de la función notarial, una
preocupación central del Constituyente de 1991 fue la de asegurar que quienes ejercen dicha
actividad, reúnan las condiciones y méritos necesarios para su adecuado desarrollo.

La norma en cuestión contempla dos tipos de inhabilidades para participar en el concurso
notarial. Unos temporales, en el caso en que se pierda una o dos veces el concurso y otro
intemporal, en el caso en que se pierda por una tercera vez, resultando evidente que la
finalidad es claramente legítima y coherente con los propósitos que fijó el constituyente a la
hora de contemplar el concurso como medio principal para acceder a la carrera notarial, pero
las restricciones que allí se imponen resultan desproporcionadas para alcanzar dicho fin, pues
es claro para la Corte que restringir la participación de una persona en futuros concursos
notariales, por haber perdido otro u otros con anterioridad, compromete uno de los postulados
básicos de los concursos para proveer cargos de carrera, cual es el de la igualdad de acceso y
participación y termina por anular el derecho de participación en la conformación del poder

ARTÍCULO 167. PÉRDIDA DE
UN CONCURSO.
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público de las personas que se presentaron en un concurso notarial pero no fueron elegidas,
resultando claro que un supuesto como el que se analiza en esta providencia, la pérdida del
concurso, ni siquiera puede asemejarse a la comisión de una falta leve, en tanto que una
inhabilidad intemporal, sólo puede establecerse por conductas que objetivamente sean de tal
gravedad que puedan poner en riesgo la idoneidad y transparencia en el ejercicio de la función
fedante.

El artículo 167 del Decreto 960 de 1970 limita la participación en futuros concursos notariales
de aquellas personas que han perdido alguno con anterioridad. Puntualmente, de conformidad
con la norma acusada, quien pierde el concurso por primera vez, no podrá participar en el
siguiente; quien lo pierde por una segunda vez no podrá participar en los dos siguientes y
quien lo pierde por una tercera vez, no podrá volver a concursar.

Para el demandante, tal disposición establece una diferenciación injustificada entre los
aspirantes a la carrera notarial y aquellos que se postulan a cargos de carrera administrativa,
pues a estos últimos no se les impide presentarse a un nuevo concurso, por el hecho de no
haber superado otros. De igual forma, considera el demandante, que la norma acusada no sólo
desconoce el carácter abierto que deben tener los concursos para acceder a la función pública,
sino que establece una limitación irrazonable y desproporcionada al derecho de toda persona
de poder participar en la conformación del poder público.

En este proceso se trata, entonces, de determinar si los límites para participar en el concurso
notarial que contempla la norma acusada establecen una diferenciación injustificada entre los
aspirantes a la carrera notarial y los aspirantes a cargos de carrera administrativa y si tales
restricciones obedecen a condiciones de razonabilidad y proporcionalidad.

Para abordar estos problemas, la Corte iniciará reiterando su jurisprudencia en relación con el
concurso público para acceder a la llamada carrera notarial y hará un breve recuento histórico
de cómo hasta el momento éste ha sido puesto en marcha. Este contexto servirá de base para
analizar la constitucionalidad del artículo 167 del Decreto 960 de 1970.”



Los concursos se celebrarán para ingreso al servicio y para ingreso a la carrera y ascenso dentro
de ella. (Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE y aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la
Corte Constitucional mediante Sentencia C-153-99 del 10 de marzo de 1999, Magistrado Ponente
Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz).

Sentencia C-153 de 1999. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz.

“En principio, la unidad normativa sólo se realiza en aquellos casos en los cuales después de
considerar que la disposición acusada es inconstitucional, la Corte concluye que la decisión de
inexequibilidad sería inocua si no incluyera otras normas que, pese a no haber sido
demandadas, tienen el mismo contenido normativo que el que tiene el precepto que deberá ser
excluido del ordenamiento.

Lo anterior ocurre, normalmente, en una sola decisión o sentencia. No obstante, existen
algunas hipótesis en las que procede la unidad normativa por razones diferentes o, incluso, en
decisiones distintas. Se trata, por ejemplo, de casos en los cuales se necesita integrar la
correspondiente proposición jurídica para no producir una decisión inhibitoria o, de aquellas
oportunidades en las cuales “la Corte debe estudiar una proposición normativa que fue
acusada por un ciudadano, pero frente a la cual resulta materialmente imposible pronunciarse
sobre su exequibilidad o inexequibilidad sin analizar globalmente los elementos esenciales del
conjunto normativo del cual ella forma parte. “Según la Corporación, “en estos eventos, y con
el fin de evitar un pronunciamiento inhibitorio, es válido que la Corte proceda a integrar la
unidad normativa, siempre y cuando ello sea estrictamente necesario para examinar en debida
forma las acusaciones formuladas en la demanda”.

Por último, se trata de aquellos casos en los cuales no se integró, en su momento, la
correspondiente unidad normativa, pero en una nueva demanda la Corte encuentra la
necesidad de hacerlo para mantener la doctrina constitucional vigente y, especialmente, la
eficacia del fallo anterior. En el presente caso nos encontramos frente a una circunstancia en la

ARTÍCULO 168.
PROCEDENCIA DEL
CONCURSO.
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cual, apartes no demandados de las normas parcialmente cuestionadas, regulan la figura de los
llamados notarios de servicio que, según la doctrina constitucional vigente, es inconstitucional.
Adicionalmente, tal y como ha sido expuesto, la Corte habrá de aplicar, en esta decisión, la
mencionada doctrina constitucional para declarar inexequibles algunas normas que regulan la
misma figura. De otra parte, la comprensión integral de la disposición parcialmente demandada
sólo es posible si se analizan cada uno de los elementos normativos que la integran, uno de los
cuales es la existencia de los notarios de servicio.”



Los concursos para ingreso al servicio y para ascenso dentro de la carrera tienen por objeto la
selección de candidatos para cargos no desempeñados en propiedad por Notarios pertenecientes a
ella. (Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE y el aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la
Corte Constitucional mediante Sentencia C-153-99 del 10 de marzo de 1999, Magistrado Ponente
Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.)

ARTÍCULO 169. CONCURSO
PARA ASCENSO.



Artículo derogado por el artículo 11 de la Ley 588 de 2000, publicada en el Diario Oficial No. 44.071
del 6 de julio de 2000.

L.A. del Artículo 170.

En los concursos para ingreso al servicio y ascenso, el postulante indicará el cargo a que aspira,
con precisión de su ubicación territorial, y cuando fueren varios los vacantes, el orden de su
preferencia.

ARTÍCULO 170.
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Artículo derogado por el artículo 22 de la Ley 29 de 1973, publicada en el Diario Oficial No. 34.007
del 25 de enero de 1974.

L.A. del Artículo 171.

El Consejo Superior de la Administración de Justicia comunicará al respectivo Tribunal los
nombres de quienes hayan aprobado el concurso, con sus antecedentes y calificación.

ARTÍCULO 171.
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Artículo derogado por el artículo 22 de la Ley 29 de 1973, publicada en el Diario Oficial No. 34.007
del 25 de enero de 1974.

L.A. del Artículo 172.

En la formación de las listas por parte de los Tribunales, estos deberán escoger a uno de cada
tres aspirantes, dentro de los que hayan aprobado el concurso, con posibilidad de incluir
también a los restantes en todo o parte.

Cumplida la formación de las listas, los nombres de los aspirantes aprobados y no incluidos en
ellas o no designados para el cargo continuarán figurando con sus calificaciones, durante el
respectivo periodo, y serán enviados al Tribunal, junto con los de quienes aprueben los
concursos que posteriormente se celebren para llenar en propiedad las vacantes que ocurran.

ARTÍCULO 172.
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Dentro de los cinco días siguientes al en que ocurra la necesidad de proveer un cargo en
propiedad, el Gobernador, Intendente o Comisario y el Tribunal avisarán la ocurrencia de la
vacante al Consejo, para que este envíe actualizada la lista de los candidatos aprobados en
concurso.

ARTÍCULO 173. VACANTES.



Artículo derogado por el artículo 22 de la Ley 29 de 1973, publicada en el Diario Oficial No. 34.007
del 25 de enero de 1974.

L.A. del Artículo 174.

Los Tribunales Superiores, los Gobernadores, Intendentes y Comisarios, podrán prescindir del
requisito del concurso para la postulación y designación en propiedad, cuando aquel no se haya
celebrado y cuando declarado desierto no se celebre uno nuevo dentro del año siguiente, o el
que entonces se realice quede también desierto. En tales casos la designación no da derecho a
ascenso en la carrera, ni a permanencia más allá del respectivo periodo.

El concurso de ascenso y el de ingreso al servicio se considerarán desiertos cuando el número
de candidatos aprobados sea inferior a tres tantos del número de personas que hayan de
figurar en las listas; tal declaración se hará en forma singular para cada cargo vacante, por el
Consejo Superior de la Administración de Justicia, de acuerdo con los resultados de la selección
que haga el Tribunal, conforme al artículo 172.

ARTÍCULO 174.
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Los Presidentes de Tribunal y los Gobernadores, Intendentes y Comisarios comunicarán al Consejo
Superior y a la Vigilancia Notarial, las postulaciones y designaciones que hagan, dentro de los cinco
días siguientes, a aquel en que las hagan.

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 63. Dentro de los cinco (5) días siguientes a la designación de un notario, los
gobernadores, intendentes y comisarios la comunicarán al Consejo Superior de la
Administración de Justicia, por intermedio de la Superintendencia de Notariado y Registro.”

“Artículo 64. El notario tomará posesión del cargo dentro de los diez (10) días siguientes a
aquel en que reciba la confirmación del nombramiento si ya se inició el período legal, salvo
fuerza mayor o caso fortuito debidamente comprobado o prórroga hasta de 30 días concedida
justificadamente por quien hizo la designación.”

Sentencia C-741 de 1998. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.

“Es claro que la referencia a los intendentes y a los comisarios se ve afectada por una
inconstitucionalidad sobreviniente, por cuanto la Carta de 1991 suprimió las antiguas
intendencias y comisarías, las cuales fueron transformadas en departamentos, conforme lo
ordena el artículo 309 superior. Además, al regular el ordenamiento territorial, la Carta no
prevé la existencia de intendencias o comisarías como entidades territoriales. Por tal razón, la
Corte procederá a retirar del ordenamiento la expresión “, intendentes y comisarios”.”

ARTÍCULO 175.
POSTULACIONES Y
DESIGNACIONES.
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(…)

“Finalmente, el inciso primero del artículo 161 del mismo decreto, tal y como fue subrogado por
el artículo 5º del decreto 2163 de 1970, establece que los notarios son nombrados para
períodos de cinco (5) años, por el gobierno nacional, si se trata de notarios de primera
categoría, y los demás por los gobernadores, intendentes y comisarios respectivos. Este
mandato es una competencia propia del Legislador, ya que a éste corresponde reglamentar el
servicio prestado por los notarios, por lo cual es natural que establezca quien es la autoridad
nominadora. Sin embargo, conforme al análisis efectuado en los fundamentos anteriores de
esta sentencia, algunos apartes de esta disposición plantean problemas constitucionales.

En primer término, es claro que la referencia a los intendentes y a los comisarios se ve
afectada por una inconstitucionalidad sobreviniente, por cuanto la Carta de 1991 suprimió las
antiguas intendencias y comisarías, las cuales fueron transformadas en departamentos,
conforme lo ordena el artículo 309 superior. Además, al regular el ordenamiento territorial, la
Carta no prevé la existencia de intendencias o comisarías como entidades territoriales. Por tal
razón, la Corte procederá a retirar del ordenamiento la expresión “, intendentes y comisarios”.”

(…)

“Declarar EXEQUIBLE el inciso primero del artículo 161 del decreto 960 de 1970, tal y como
fue subrogado por el artículo 5º del decreto 2163 de 1970, con excepción de las expresiones “,
intendentes y comisarios” y “para períodos de cinco años”, las cuales son INEXEQUIBLES.”



Artículo derogado por el artículo 11 de la Ley 588 de 2000, publicada en el Diario Oficial No. 44.071
del 6 de julio de 2000.

L.A. del Artículo 176.

Para ser admitido a la Carrera Notarial se exigen los siguientes requisitos de modo concurrente:

1. <Numeral INEXEQUIBLE> Estar ejerciendo el cargo en propiedad.

2. <Numeral INEXEQUIBLE> Haber ejercido el cargo de Notario o de Registrador, en propiedad,
o en interinidad, pero con el lleno de los requisitos legales, por tiempo no inferior a cuatro años.

3. Haber aprobado el concurso de ingreso a la carrera.

ARTÍCULO 176.
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Artículo derogado por el artículo 11 de la Ley 588 de 2000, publicada en el Diario Oficial No. 44.071
del 6 de julio de 2000.

L.A. del Artículo 177.

No será admitido a carrera notarial:

1. Quien se encuentre en cualquiera de las causales que impiden el ingreso al servicio.

2. Quien haya sido sancionado disciplinariamente con suspensión del cargo durante los dos
años anteriores o con multa en el último año, o con las mismas sanciones y en iguales tiempos,
en el ejercicio de la abogacía o de cargo judicial o del Ministerio Público, o excluido de lista de
auxiliares de la justicia, en cualquier tiempo, por razones de índole ética.

ARTÍCULO 177.
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El pertenecer a la carrera notarial implica:

1. Derecho a permanecer en la misma Notaría dentro de las condiciones del presente estatuto.

2. Derecho a participar en concursos de ascenso.

3. Preferencia para ocupar, a solicitud propia y dentro de la misma circunscripción político –
administrativa, otra Notaría de la misma categoría que se encuentre vacante. (La Corte
Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este numeral (parcial) por ineptitud de la
demanda, mediante Sentencia C-097-21 de 15 de abril de 2021, Magistrado Ponente Dr. Paola
Andrea Meneses Mosquera.)

4. <Numeral EXEQUIBLE CONDICIONADO> Prelación en los programas de bienestar social general
y en los de becas y cursos de capacitación y adiestramiento.

La permanencia en la carrera está subordinada a la continuidad en el servicio, salvo el caso de
licencia. (Artículo declarado EXEQUIBLE con excepción al numeral 4 que se declara EXEQUIBLE
CONDICIONADO a que no se refiera a la figura de los notarios de servicio, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-153-99 del 10 de marzo de 1999, Magistrado Ponente Dr.
Eduardo Cifuentes Muñoz).

Decreto 1069 de 2015.

“Artículo 2.2.6.3.1.1. Objeto y ámbito de aplicación. El presente capítulo tiene por objeto
reglamentar la forma en que los notarios que han ingresado a la carrera notarial procederán a
ejercer el derecho de preferencia previsto en el numeral 3 del artículo 178 del decreto-ley 960

ARTÍCULO 178.
OBLIGACIONES POR
PERTENECER A LA CARRERA
NOTARIAL.
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de 1970.”

“Artículo 2.2.6.3.2.1. Ingreso a la carrera notarial. Se entenderá que ha ingresado a la carrera
notarial, aquel aspirante que por el hecho de superar todas las etapas de un concurso público y
abierto de méritos y en consecuencia encontrarse incluido en la lista de elegibles vigente
conformada para un determinado círculo notarial, sea nombrado en propiedad como notario,
acepte su designación y tome posesión del cargo.”

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 96. El ingreso a la carrera podrá solicitarse al consejo superior de la administración de
justicia en cualquier tiempo, por quien compruebe que reúne los requisitos señalados en los
ordinales 1º y 2º del artículo 76 del Decreto-Ley 0960 de 1970.”

“Artículo 97. Dentro del mes siguiente a la presentación de la solicitud para ingreso a la carrera
de quien reúne los requisitos legales, el consejo superior de la administración de justicia
convocará a concurso y dentro de los dos meses siguientes deberá efectuarlo, evaluar sus
resultados y dictar la resolución de escalafona miento o de no incorporación a la carrera.

No podrá nombrarse reemplazo de un notario en propiedad cuya solicitud de ingreso a la
carrera, ajustada a la ley en la fecha de su presentación, se encuentre pendiente de decisión.

La secretaría del consejo superior de la administración de justicia informará a los nominadores
sobre estas solicitudes.”

“Artículo 98. El concurso para ingreso a la carrera será calificado sobre la base de 100 puntos,
así: Hasta 50 puntos por experiencia en el ejercicio del notariado o registro.

Hasta 40 puntos por título de abogado, estudios de especialización en disciplinas jurídicas,
cursos de capacitación en notariado o registro, asistencia o participación en foros en esas
áreas, judicatura o ejercicio de la profesión de abogado.

Hasta 40 puntos por publicaciones jurídicas, docencia universitaria en derecho,
preferentemente en materia notarial, registral o de administración de justicia.

Hasta 40 puntos por las pruebas orales, escritas o mixtas y entrevistas personales.”

“Artículo 99. En la convocatoria del concurso el consejo superior de la administración de justicia
fijará el puntaje para calificar las pruebas y las calidades de conformidad con el artículo
anterior, según la categoría de la notaría para la cual se haya hecho la solicitud de ingreso a la
carrera, sin exceder en ningún caso de 100 puntos.”

“Artículo 100. La simple posesión de las calidades que exige la ley para el desempeño del cargo
no da derecho al otorgamiento de puntos en el respectivo concurso. Para la convocatoria el



consejo superior de la administración de justicia verificará si en ese momento el aspirante
reúne los requisitos para desempeñar el cargo de ingresar a la carrera.”

“Artículo 101.Si el concursante obtuviere un puntaje igual o superior a 60, el consejo superior
de la administración de justicia mediante resolución lo incluirá en el escalafón, con lo cual
adquirirá todos los derechos y contraerá todas las obligaciones que la ley consagra para los
notarios de carrera.”

“Artículo 102. El notario dejará de pertenecer a la carrera en cualquier caso en que se produzca
falta absoluta y en el previsto en el artículo 202 del Decreto-Ley 960 de 1970.”

“Artículo 103. Las disposiciones de este capítulo se aplicarán también para los concursos de
ascenso dentro de la carrera. 

Capítulo VI, de la carrera notarial. artículo 95. La carrera notarial tiene por objeto mejorar el
servicio en la función notarial, seleccionar los notarios mediante la comprobación de su
capacidad intelectual y moral, garantizar su estabilidad en el cargo y su promoción o ascenso.

Para el ingreso y permanencia en la carrera no podrá hacerse distingo alguno por razón de
raza, sexo, estado civil, religión o filiación política.”

Sentencia C-153 de 1999. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz.

“La Corporación ha señalado que el servicio notarial es una función pública que puede ser
ampliamente regulada por el legislador. En este sentido, resulta posible que la precitada
función sea ejercida, bien por funcionarios públicos ora, – en virtud de la llamada
descentralización por colaboración -, por particulares. Igualmente, la Corte ha indicado que en
nada afecta los mandatos constitucionales el régimen legal que confiere a los notarios un
estatus sui generis, según el cual al tiempo que les impone ciertos deberes y obligaciones
propias de los servidores públicos, les reconoce un altísimo grado de autonomía empresarial.

De manera explícita, esta Corte ha indicado que es la propia Constitución la que impone la
carrera notarial, pues no otra cosa puede deducirse de la norma constitucional que establece
que todo aquél que ejerza la función fedante debe acceder a su cargo mediante un concurso
público de méritos. En este sentido, no cabe duda alguna de que la carrera notarial encuentra
pleno respaldo constitucional, pues dicho régimen no hace otra cosa que reglamentar el
acceso, permanencia, ascenso y retiro de una función pública de naturaleza eminentemente
técnica, la cual, según la constitución, sólo puede ser ejercida, en propiedad, por personas que
han superado un concurso público.”
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Elección de los miembros del Consejo Superior de la Carrera Notarial conforme al
Decreto 1069 de 2015 (cuadro del autor).

Ilustración 74 Elección de los miembros del Consejo Superior de la Carrera Notarial- Decreto
1069 de 2015.
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Artículo derogado por el artículo 11 de la Ley 588 de 2000, publicada en el Diario Oficial No. 44.071
del 6 de julio de 2000.

L.A. del Artículo 179.

Artículo INEXEQUIBLE. El ingreso a la carrera se hará en el grado correspondiente a la categoría
del círculo notarial en que esté clasificada la Notaría que se ejerza en propiedad al momento de
la admisión, y en la correspondiente sección territorial.

Sentencia C-373 de 2002. Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño.

“Con base en los siguientes argumentos, la Superintendencia de Notariado y Registro solicita la
declaratoria de exequibilidad de la norma demandada:

De acuerdo con el artículo 131 de la Carta, el legislador tenía plenas facultades para
reglamentar el ejercicio de la función notarial.  En ejercicio de esas facultades, es entendible
que propugne porque quien vaya a prestar directamente el servicio de notariado sea una
persona idónea, responsable y de excelente reputación.  Por ello, mediante la norma
demandada simplemente se están exigiendo unos requisitos de idoneidad, profesionalismo y
ética para acceder al cargo de notario.

Mal haría el legislador en equipar, para efectos del concurso para acceder a los cargos de
notario, a quienes han sido sancionados en su ejercicio como notarios con quienes no lo han
sido.  Si eso constituyera un tratamiento discriminatorio, para no vulnerar el principio de
igualdad sería necesario nivelar por lo bajo las exigencias para participar en el concurso y
escoger como candidatos a personas que hubiesen sido sancionadas en su desempeño como
notarios.”

Sentencia C-153 de 1999. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz.

ARTÍCULO 179.
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“La Corporación ha señalado que el servicio notarial es una función pública que puede ser
ampliamente regulada por el legislador. En este sentido, resulta posible que la precitada
función sea ejercida, bien por funcionarios públicos ora, – en virtud de la llamada
descentralización por colaboración -, por particulares. Igualmente, la Corte ha indicado que en
nada afecta los mandatos constitucionales el régimen legal que confiere a los notarios un
estatus sui generis, según el cual al tiempo que les impone ciertos deberes y obligaciones
propias de los servidores públicos, les reconoce un altísimo grado de autonomía empresarial.

De manera explícita, esta Corte ha indicado que es la propia Constitución la que impone la
carrera notarial, pues no otra cosa puede deducirse de la norma constitucional que establece
que todo aquél que ejerza la función fedante debe acceder a su cargo mediante un concurso
público de méritos. En este sentido, no cabe duda alguna de que la carrera notarial encuentra
pleno respaldo constitucional, pues dicho régimen no hace otra cosa que reglamentar el
acceso, permanencia, ascenso y retiro de una función pública de naturaleza eminentemente
técnica, la cual, según la constitución, sólo puede ser ejercida, en propiedad, por personas que
han superado un concurso público.”

Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda
Subsección B, sentencia del 25 de febrero del 2021. Consejero Ponente: César
Palomino Cortés.

“Mediante Acuerdo 01 de 1989, el Consejo Superior de la Administración de Justicia convocó a
concurso de ingreso a la carrera notarial, en el que participó la demandante obteniendo 79
puntos; mediante Resolución 007 de 1989, fue incorporada junto con otros notarios a la carrera
notarial, posesionándose el día 1° de febrero de 1990, cargo en el que fue ratificada para el
periodo 1990-1994, mediante Decreto 038 de 1990. Posteriormente en el año 1991 la nueva
Carta Política en el artículo 131 dispuso que el nombramiento de los notarios en propiedad se
haría mediante concurso; por su parte la Corte Constitucional profirió la sentencia SU-250 de
1998, mediante la cual declaró el estado de cosas inconstitucional dado el incumplimiento del
artículo 131, al no haberse convocado el concurso de notarios en el país, ordenando que se
debía surtir en el término de seis meses.”

(…)

“El Consejo Superior de Administración de Justicia profirió el día 18 de diciembre de 1998, el
Acuerdo 01 de 1998, mediante el cual convocó a concurso público y abierto con el objeto de
proveer en propiedad las notarías vacantes que se establecerían posteriormente en otro acto
administrativo. Varios de los actos expedidos por el Consejo Superior de la Carrera Notarial,
fueron declarados nulos por la jurisdicción contencioso-administrativa, hasta que se expidió el
Acuerdo 01 de 2001, mediante el cual convocó a concurso la Notaría que ocupaba la ahora
actora, acto que fue también declarado nulo, pero sólo en lo que respecta a las notarías de
contados notarios accionantes.”



(…)

“En cuanto a los supuestos derechos de carrera adquiridos por la doctora Nancy Niño en el año
1989, indicó que en efecto mediante Resolución No. 007 del 19 de diciembre de 1989, el
Consejo Superior incorporó a unos determinados notarios a la carrera notarial pero no a
particulares, como quiera que mediante Acuerdo 01 de 1989 se convocó a un concurso
cerrado, el cual según la Carta Política de 1991 no genera el ingreso real a la carrera notarial,
como tampoco derechos adquiridos para los notarios beneficiados con dicha incorporación. Por
tanto, únicamente el concurso público y abierto es el que genera derechos de carrera notarial,
características que no cumplió el concurso cerrado llevado a cabo en 1989, siendo el último
concurso que cumple con tales características, el convocado mediante Acuerdo 011 del 2 de
diciembre de 2010, en acatamiento de la sentencia SU-913 de 2009, el cual se llevó a cabo en
diferentes etapas y que, para el mes de enero de 2012, se estaban efectuando los
nombramientos de notarios en propiedad.”

(…)

“Este Consejo considera que tanto Usted como los demás notarios que se encuentran
relacionados en la Resolución 007 de 1989 no se encuentran vinculados a la carrera notarial
por cuanto en la convocatoria realizada por el Consejo Superior de la Administración de Justicia
de esa época, no se dieron los elementos que exige la doctrina jurisprudencial de la Corte
Constitucional y el Consejo de Estado. Según ella los concursos deben realizarse de forma
pública y abierta e invitar a todas las personas interesadas, con los requisitos exigidos para
participar en el concurso y garantizando el derecho a la igualdad que debe orientarlo.”.”



El periodo de los Notarios es de cinco años, contados a partir del primero de enero de mil
novecientos setenta.

Concepto No. 467441 de 2020 del Departamento Administrativo de la Función
Pública.

“El Decreto Ley 960 de 1970, “Por el cual se expide el Estatuto del Notariado”,

Artículo 137. <designación y retiro forzoso>. No podrán ser designados Notarios en propiedad
quienes se hallen en condiciones de retiro forzoso, sea en el Notariado, sea en la
Administración Pública, sea en la de Justicia o en el Ministerio Público, y quienes estén
devengando pensión de jubilación.” (Se subraya).

Ahora bien, la inhabilidad es la incapacidad, ineptitud o circunstancia que impide a una persona
ser elegida o designada en un cargo público y, en ciertos casos, impiden el ejercicio del empleo
a quienes ya se encuentran vinculados al servicio. Dado el carácter prohibitivo de las
inhabilidades, éstas son taxativas, es decir, están expresamente consagradas en una ley o en
la Constitución Política. Así, la prohibición contenida en el citado artículo 137, consagra una
inhabilidad, consistente en que no puede gozarse simultáneamente de la calidad de notario y
de pensionado.

Ahora bien, la Ley 1821 de 2016 establece: “Artículo 1. (Corregido por el Decreto 321 de 2017,
art. 1) La edad máxima para el retiro del cargo de las personas que desempeñen funciones
públicas será de setenta (70) años. Una vez cumplidos, se causará el retiro inmediato del cargo
que desempeñen sin que puedan ser reintegradas en ninguna circunstancia.

Lo aquí dispuesto no se aplicará a los funcionaros de elección popular ni a los mencionados en
el artículo 1° del Decreto-ley 3074 de 1968.

Artículo 2. La presente ley no modifica la legislación sobre el acceso al derecho a la pensión de
jubilación, Quienes, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, accedan o se
encuentren en ejercicio de funciones públicas podrán permanecer voluntariamente en los
mismos, con la obligación de seguir contribuyendo al régimen de seguridad social (salud,

ARTÍCULO 180. PERÍODO DE
LOS NOTARIOS.
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pensión y riesgos laborales), aunque hayan completado los requisitos para acceder a la pensión
de jubilación. A las personas que se acojan a la opción voluntaria de permanecer en el cargo,
en los términos de la presente ley, no les será aplicable lo dispuesto en el parágrafo 3° del
artículo 9° de la Ley 797 de 2003.

Artículo 3. Esta ley no modifica el régimen de acceso a ningún cargo público, ni el de
permanencia y retiro de estos, salvo en la edad máxima de retiro forzoso aquí fijada. Tampoco
modifica las condiciones, requisitos, circunstancias y demás situaciones establecidas en el
régimen general y los regímenes especiales que regulan el acceso al derecho a la pensión de
jubilación.” (Destacado nuestro)

En consecuencia, esta Ley amplía de 65 a 70 años la edad máxima para desempeñar funciones
públicas en el Estado, a los servidores públicos que prestan sus servicios en las ramas del
poder público, órganos autónomos e independientes, órganos de control, entidades o agencias
públicas y a los particulares que cumplen funciones públicas, con excepción de los funcionarios
de elección popular y los mencionados en el artículo 1 del Decreto ley 3074 de 1968.

De igual forma, el Decreto 1083 de 2015, por medio del cual se expide el Decreto Único
Reglamentario del Sector de Función Pública, establece:

“Artículo 2.2.11.1.7 Edad de retiro forzoso. A partir de la entrada en vigencia de la Ley 1821 de
2016, la edad de setenta (70) años constituye impedimento para desempeñar cargos públicos,
salvo las excepciones señaladas en el artículo 2.2.11.1.5.

Las personas que antes de la entrada en vigencia de la Ley 1821 de 2016 tuvieren 65 años o
más y continúan vinculadas al servicio público, deberán ser retiradas del servicio. Lo anterior,
por cuanto no son destinatarias de la regulación de que trata la citada ley.”

Por consiguiente, las personas que antes de la entrada en vigencia de la ley 1821 de 2016,
citada en precedente, tengan 65 años o más y continúen vinculadas deben ser retiradas del
servicio.

Adicionalmente, respecto de la Ley 1821 de 2016, el Consejo de Estado, Sala de Consulta y
Servicio Civil, en concepto del 8 de febrero de 2017, con radicado interno número 2326,
Número único: 11001-03-06-000-2017-00001-00, con ponencia del Magistrado Álvaro Námen
Vargas, argumentó lo siguiente:

“A continuación, el artículo 2º de la Ley 1821 ofrece a las personas cobijadas por la misma una
opción que no tenían, de manera general, bajo la legislación anterior, y de paso, elimina una
restricción que dicha normatividad establecía, todo lo cual termina siendo confirmado por la
última parte de la norma. En efecto, la segunda parte dispone, de manera completa:

“Quienes, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, accedan o se encuentren en
ejercicio de funciones públicas podrán permanecer voluntariamente en los mismos, con la
obligación de seguir contribuyendo al régimen de seguridad social (salud, pensión y riesgos
laborales), aunque hayan completado los requisitos para acceder a la pensión de jubilación”.



Como se observa, esta parte de la norma, a pesar de las deficiencias que presenta en su
redacción, contiene un supuesto de hecho y una consecuencia jurídica. El supuesto de hecho
consiste en que una persona, a la entrada en vigencia de la Ley 1821 de 2016, “acceda” al
ejercicio de funciones públicas o se encuentre ejerciéndolas y haya cumplido o cumpla los
requisitos para adquirir el derecho a la pensión de jubilación. La consecuencia jurídica, por su
parte, consiste en que tal persona puede permanecer en el ejercicio de su cargo o de las
funciones respectivas, con la obligación de seguir contribuyendo al régimen de seguridad
social. Aunque la norma no dice explícitamente hasta cuándo podría permanecer aquella
persona en su cargo o en el ejercicio de las funciones que ejerce, la integración de esta

disposición con el artículo 1º de la misma ley, permite deducir, sin mayores esfuerzos, que
puede hacerlo hasta llegar a la edad de retiro forzoso que la Ley 1821 establece (70 años).”

Decreto 2163 de 1970.

“Artículo 5. Los notarios serán nombrados para periodos de cinco (5) años, así: Los de primera
categoría por el Gobierno Nacional; los demás, por los Gobernadores, Intendentes y Comisarios
respectivos. La comprobación de que se reúnen los requisitos exigidos para el cargo se surtirá
ante la autoridad que hizo el respectivo nombramiento, la cual lo confirmará una vez
acreditados.”

https://funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=78874#1


Los Notarios pueden ser reelegidos indefinidamente; los de carrera serán confirmados a la
expiración de cada periodo. Unos y otros deberán retirarse cuando se encuentren en situación de
retiro forzoso. (Artículo declarado exequible con excepción de los apartes tachados declarados
INEXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-153-99 del 10 de marzo de 1999,
Magistrado Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz, únicamente en relación con el cargo formulado
por el actor).

Sentencia C-741 de 1998. Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.

“Sólo procede el nombramiento de notarios en propiedad a quienes aprueben el concurso. Esta
condición además de dar mayor estabilidad, le confiere determinados derechos especiales que
se encuentran consagrados en el decreto ley 960 de 1970 y su reglamentario 2184 de 1983.

Existen y existirán siempre casos en los cuales se presente falta temporal o absoluta del titular
de la notaría y sea necesario designar urgentemente a otra persona para la continuidad del
servicio. Es acá cuando se presenta como indispensable el poder designar a otra persona en
forma totalmente transitoria mientras se normaliza tal situación.

Si se declara inexequible estas tres clases de nombramiento, los notarios no podrán hacer uso
del derecho a permisos y licencias por cuanto quien entre a suplirlo no puede ser designado en
propiedad, y si eventualmente lo fuera por haber quedado en lista de elegibles en un concurso,
una vez designado notario, perdería su derecho a la estabilidad en el cargo lo que contradice la
finalidad de los concursos y la propiedad.”

Finalmente, en relación con el artículo 164 del Decreto-Ley 960 de 1970, la interviniente
considera, con base en la sentencia del 18 de diciembre de 1997 de la Sección Quinta del
Consejo de Estado, que la nueva Carta eliminó el Consejo Superior de la Administración de
Justicia, por lo cual existe un vacío regulativo ya que no hay en la actualidad “un organismo con
facultades legales para asumir las funciones de administrador de la carrera notarial, siendo de
competencia del Congreso de la República expedir las reglas de derecho pertinentes.” Sin
embargo, la ciudadana precisa que la sentencia SU-250/98 de la Corte Constitucional ordenó la
convocatoria a concursos a más tardar en diciembre del presente año, pero sin analizar la
integración de este Consejo.

Por ende, considera que si el Congreso “no aprueba la ley que reglamente los concursos, la
convocatoria se hará por los miembros que aún quedan de dicho consejo, y de demandarse la

ARTÍCULO 181. REELECCIÓN.
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convocatoria por haber sido convocada por un ente incompetente, o indebidamente integrado,
por la vía de lo contencioso administrativo, el demandante tendrá como antecedente
jurisprudencial el pronunciamiento del H. Consejo de Estado”, según el cual ese órgano no
existe. La interviniente sugiere entonces que existe una paradoja ya que, si el Congreso “no
expide la ley que reglamenta los concursos notariales, y se declara inexequible esta norma, no
habrá quien convoque a concursos como lo ordenó la Corte Constitucional”, pero si la
disposición acusada se declara exequible y se realiza el concurso, “la convocatoria puede ser
demandada por emanar de un ente inexistente o indebidamente integrado o incompetente.”



El Notario que llegue a encontrarse en circunstancia de retiro forzoso deberá manifestarla al
funcionario que lo haya designado, tan pronto como ella ocurra.

El retiro se producirá a solicitud del interesado, del Ministerio Público, o de la Vigilancia Notarial, o
de oficio, dentro del mes siguiente a la ocurrencia de la causal.

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 75. Señalase como edad de retiro forzoso para los notarios, la de 70 años. El retiro se
producirá a solicitud del interesado, del Ministerio Público, de la Superintendencia de Notariado
y Registro o de oficio, dentro del mes siguiente a la ocurrencia de la causal, salvo que se trate
de un notario en propiedad, caso en el cual podrá terminar el período en curso.”

ARTÍCULO 182. RETIRO
FORZOSO.

https://compendio.notarial.com.co/uploads/images/gallery/2023-11/B5onormas-1.png


Artículo derogado por el artículo 46 del Decreto 2163 de 1970, publicada en el Diario Oficial No.
33.213 del 16 de diciembre de 1970.

L.A. del Artículo 183.

Son causales de retiro forzoso la edad y la incapacidad física o mental.

ARTÍCULO 183.
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Artículo derogado por el artículo 46 del Decreto 2163 de 1970, publicada en el Diario Oficial No.
33.213 del 16 de diciembre de 1970.

L.A. del Artículo 184.

Señalase como edad de retiro forzoso para los Notarios la de sesenta y cinco años.

Sentencia No. 2010-00907 de 2020. Consejo de Estado, Consejero Ponente: César
Palomino Cortés.

“Cabe mencionar que la causal de retiro por edad ha sido entendida por la jurisprudencia del
Consejo de Estado como objetiva, en virtud de la cual se genera la desvinculación del servidor
público por haberse configurado el hecho generador, y aun cuando es cierto que la Corte
Constitucional ha señalado que se deben evaluar las condiciones especiales de la persona para
no vulnerar su derechos fundamentales (mínimo vital), para diferir la decisión hasta el ingreso
en nómina de pensionados, sin embargo, tal condición deberá estar suficientemente
acreditada, pues no puede estar basada en meras afirmaciones del destinatario de la medida.

En el presente asunto, la parte actora indica que las actuaciones de la administración
vulneraron sus derechos a la igualdad, el debido proceso, el trabajo y el mínimo vital, pero lo
cierto es que no acreditó ninguna circunstancia especial que evidencie la afectación de sus
garantías fundamentales, por lo que no se puede advertir una situación considerable que
ameritara diferir la desvinculación del actor y que, por esa razón, fuera irregular su
desvinculación. (…) tampoco se observa una falta de competencia de la entidad demandada
para retirar al actor de la Notaría Cincuenta Uno del Bogotá, pues analizada en su integridad la
actuación de la administración, se advierte que el Gobierno Nacional en ejercicio de sus
facultades legales y reglamentarias previstas en los artículos 189, numeral 13 de la
Constitución Política, 182 del Decreto Ley 960 de 1970, 74 del Decreto 2148 de 1983 y 1 del
Decreto 3047 de 1989, previamente, dispuso la desvinculación del actor por la causal de retiro
forzoso y en consecuencia facultó a la Superintendencia de Notariado y Registro para disponer
del despacho notarial.”

ARTÍCULO 184.
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El Notario debe retirarse cuando sea declarado en interdicción judicial y cuando caiga en ceguera,
mudez, sordera o sufra cualquier otro quebranto de salud física o mental permanente que implique
notoria disminución del rendimiento en el trabajo, o enfermedad que lo inhabilite por más de ciento
ochenta días.

El estado físico o mental deberá ser certificado por entidad pública de previsión o seguridad social
del lugar, previo reconocimiento practicado a solicitud del propio Notario, de la Vigilancia Notarial o
del Ministerio Público. La renuencia a someterse al examen acarreará la pérdida del cargo, que
decretará el funcionario a quien competa la designación.

Sentencia C-076 de 2006. Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño.

“En ningún caso la limitación de una persona podrá ser motivo para obstaculizar una
vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como
incompatible e insuperable respecto de las funciones esenciales del cargo que se va a
desempeñar. A las personas con discapacidad no se les puede negar, condicionar o restringir el
acceso a un puesto trabajo – público o privado – o la obtención de una licencia para ejercer
cualquier cargo, con fundamento en la discapacidad respectiva, a menos que se demuestre que
la función que se encuentra afectada o disminuida resulta imprescindible para las labores
esenciales del cargo o empleo respectivo.”

(…)

“Las personas sordas que directamente o gracias a la implementación de adecuaciones
razonables especiales puedan comunicarse sin intermediarios con los oyentes, tienen derecho
fundamental a competir, en igualdad de oportunidades con el resto de la población, para
acceder al cargo de notario público. En esta medida, las autoridades, al diseñar el respectivo
concurso, en aplicación del artículo V-1 de la Convención Interamericana para la eliminación de
todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad deben promover la
participación de representantes de organizaciones de personas con discapacidad,
organizaciones no gubernamentales que trabajan en este campo o si no existieren dichas
organizaciones, personas con discapacidad, en la elaboración, ejecución y evaluación de
medidas y políticas para que en el proceso de diseño e implementación del concurso de

ARTÍCULO 185. OTRAS
CAUSALES.
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méritos que el Estado debe adelantar, se adopten adecuaciones razonables que se requieran
para permitir la libre e igual competencia y eliminar la discriminación contra las personas con
discapacidad.”

(…)

“Resulta claro que el notario debe leer de viva voz los respectivos documentos en dos
circunstancias distintas: cuando se trate de la firma de personas con ceguera o cuando se trate
de la apertura de testamentos cerrados. Para mantener las garantías especiales destinadas a
proteger a las personas con ceguera no es necesario impedir que las personas que no pueden
hablar ejerzan el cargo de notario.

En efecto, existen múltiples medidas alternativas que permitirían, simultáneamente, la
protección de los derechos de las personas invidentes y la defensa del derecho a la igualdad de
oportunidades de las personas con afectaciones del habla. La segunda función que supone la
lectura de viva voz de un documento es aquella que se relaciona con la lectura de testamentos
cerrados.

En el caso que se estudia se exige que el notario esté presente durante la apertura y lectura
del documento. De esta manera podrá dar fe sobre su estado y contenido. Dado que se trata
de un documento cerrado, parece razonable que quien lo abra y lea, para dar más confianza a
todos los interesados, sea el notario. Sin embargo, nada obsta para que ante la imposibilidad
de la lectura de viva voz y en presencia del notario, un funcionario distinto pueda cumplir esa
función mecánica. En este sentido existen múltiples medidas alternativas que pueden ser
incorporadas para facilitar lo esencial: que el notario esté presente y pueda dar fe del estado
del documento y del contenido de lo que se lee.

En consecuencia, no existe una justificación objetiva y razonable para impedir que las personas
con limitaciones del habla puedan ejercer la función notarial.  Por esta razón, la expresión “los
mudos” demandada será declarada inexequible.”



Artículo derogado por el artículo 46 del Decreto 2163 de 1970, publicada en el Diario Oficial No.
33.213 del 16 de diciembre de 1970.

L.A. del Artículo 186.

Las personas retiradas forzosamente por incapacidad física o mental podrán volver a ser
designadas, siempre que acrediten plenamente su completa recuperación o rehabilitación, no
hayan llegado a edad de retiro forzoso y reúnan los requisitos propios del cargo.

ARTÍCULO 186.
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Las personas retiradas forzosamente por edad podrán desempeñar Notaría en interinidad o por
encargo.

Sentencia T-1035 de 2012. Magistrados de la Sala Segunda de Revisión: Mauricio
González Cuervo, Luis Guillermo Guerrero Pérez y Gabriel Eduardo Mendoza
Martelo.  Magistrado Sustanciador: Mauricio González Cuervo, Desvinculación de
trabajadores que superan la edad de retiro forzoso.

“El fundamento de la edad de retiro forzoso se encuentra en los principios del Estado Social de
Derecho, como la igualdad y el derecho al trabajo; empero, esta modalidad de retiro debe
realizarse conforme a criterios objetivos y razonables. Este criterio fue expuesto en los
siguientes términos por la sentencia T-865 de 2009.”

<< “Siempre y cuando la misma, responda a criterios objetivos y razonables, debe afirmarse
que, en principio, resulta proporcional a los fines constitucionales cuyo logro se persigue. En
efecto, la posibilidad de retirar a un servidor público de su empleo, una vez ha alcanzado una
determinada edad fijada en la ley, es un instrumento de que disponen el legislador y la
administración para lograr el principio de igualdad de oportunidades en el acceso a los cargos
públicos (C.P., artículos 13 y 40-7) y el derecho al trabajo de los ciudadanos que aspiran a
desempeñarse como trabajadores al servicio del Estado (C.P., artículo 25). Así mismo, medidas
de esta índole persiguen la efectividad del mandato estatal contenido en el artículo 54 de la
Carta Política, según el cual “el Estado debe propiciar la ubicación laboral de las personas en
edad de trabajar” que, a su turno, es concordante con las facultades genéricas de intervención
del Estado en la economía con la finalidad de “dar pleno empleo a los recursos humanos” (C.P.,
artículo 334). >>

“En suma, es posible afirmar que la fijación de una edad de retiro forzoso como causal de
desvinculación del servicio público, constituye una medida gracias a la cual el Estado
redistribuye y renueva un recurso escaso, como son los empleos públicos, con la finalidad de
que todos los ciudadanos tengan acceso a éste en condiciones de equidad e igualdad de
oportunidades.”

ARTÍCULO 187. NOTARIA
INTERINA O POR ENCARGO.
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